	Fecha
	29 de julio de 1971
	Sesión número
	43

	Motivo: Amparo

	Recurrente: JOSÉ ORLANDO COTO LOBO 

	Recurrido: MINISTRO DE EDUCACIÓN PÚBLICA

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que recurre la disposición del Ministerio de Educación de suspenderlo indefinidamente de su trabajo, sin que exista el Tribunal de Carrera Docente y sin la reglamentación a Ley respectiva.  Medida perjudica su derecho al trabajo y principio de justicia pronta y cumplida, artículos 41 y 56 de la Constitución Política. 

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que de la investigación de los cargos denunciados en contra del recurrente, quedó demostrado que es reincidente en una serie de faltas e irregularidades en el desempeño de sus funciones.  Que actuando con base en la Ley y de acuerdo a lo que dispone el artículo 65 de la Ley de Carrera Docente, los instructores del caso recomendaron plantear la gestión de despido del servidor e imponer la suspensión provisional por la gravedad de la falta. Que no es el Ministerio de Educación Pública el responsable la falta de reglamentación de la Ley de Carrera Docente que se encuentra integrada al Estatuto de Servicio Civil.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar el recurso.  La negativa del señor Ministro de Educación Pública de revocar la suspensión decretada por el Director del Departamento de Personal, no viola el artículo 41 de la Constitución Política, a pesar de que esa suspensión resulta lesiva a los derechos que a dicho funcionario le garantiza la Ley de Carrera Docente. El artículo 67 de la misma la contempla como una medida transitoria, esto es, mientras el asunto llega a conocimiento del Tribunal de Carrera Docente; y en este caso ella adquiere el carácter de indefinida, porque el Tribunal no ha entrado en funciones, a causa de que no se ha podido integrar, por no haber dictado el Poder Ejecutivo el reglamento que al efecto prevé el artículo 77 de la ley precitada.  Es lo cierto que la actitud observada por el Ministro de Educación, no impide al Profesor Coto Lobo discutir la legalidad de la suspensión en la vía contenciosa administrativa.   Los Magistrados Coto, Retana, Vallejo y Cervantes votaron por declarar con lugar el recurso. “…no obstante que la ley de Carrera Docente tiene más de un año de regir, sin duda que por omisión se ha violado, en perjuicio del recurrente, la garantía contenida en el artículo 41 de la Constitución del Estado, que establece la justicia pronta y cumplida, tanto en lo administrativo (en su caso) como en lo jurisdiccional o judicial.  Porque mientras no se emita el correspondiente Reglamento, no podrá ser constituido el Tribunal de la Carrera Docente, lo que determina que una sanción – provisional, según su propia naturaleza – como la impuesta al profesor Coto Lobo, se torne en indefinida, con menoscabo del Ordenamiento Jurídico, en general, y del Régimen de impugnación que la propia ley de la materia establece a favor de los educadores del país; ya que sin que esté constituido el Tribunal administrativo encargado de conocer en grado de la susodicha suspensión, la garantía mencionada del artículo 41 constitucional, no sería otra cosa que una mera declaración programática…”


N° 43
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día veintinueve de julio de mil novecientos setenta y uno, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Quirós, Fernández, Coto, Jacobo, Vallejo, Cervantes, Bejarano, Retana, Blanco, Odio, Sanabria, Jugo, Valverde, Trejos, Porter y Benavides.

Artículo III
Se entró a conocer del recurso de amparo establecido por el señor José Orlando Coto Lobo contra el señor Ministro de Educación Pública, en el que alega lo siguiente: “Respetuosamente interpongo recurso de amparo contra disposición del Ministerio de Educación de suspenderme indefinidamente trabajo sin existencia de tribunal carrera docente y sin reglamentación ley respectiva.  Medida perjudica mi derecho al trabajo y principio de justicia pronta y cumplida”.  
Como respuesta a una prevención que se le hiciera al recurrente, éste expuso: “1.- Las normas que considero violadas de nuestra Constitución Política, son las siguientes: Artículo 41 y 56.- 2- El recurso solicito se tenga por enderezado contra el Ministro de Educación Pública en su carácter de representante patronal y con el consentimiento de  quien debe haber dictado mi suspensión. 3.- Fui suspendido de mis labores docentes el día 21 de abril del cursante año.  El día 5 de mayo presenté reclamo administrativo impugnando la medida aludida, el cual no me fue contestado dentro de los quince días hábiles siguientes que vencieron el 22 de este mes”.

El señor Ministro de Educación Pública informa lo siguiente: “Hechos: 1°. En diversas oportunidades el profesor Orlando Coto Lobo ha sido acusado por sus superiores jerárquicos de no tener formación profesional, de desconocer los programas de enseñanza y de no tener una comportamiento adecuado con la dignidad de su profesión. A raíz de recientes problemas con el citado profesor se pidió a sus antiguos superiores que rindieran informes sobre la labor de dicho servidor par que sirvieran como antecedentes. Consta en el expediente administrativo abierto al efecto informes de los Profesores German Brenes Suarez y Marta C. de Estrada, Directores del Liceo Martí, Diurno y Nocturno, respectivamente. 2.- La calificación del servidor Coto Lobo para el curso lectivo del año 1970 fue insuficiente, en el apartado correspondiente a la Evaluación del Carácter y Personalidad, su superior inmediato emitió los siguientes criterios: Relaciones humanas, generalmente se lleva bien con todos; Juicio, su juicio disparejo, frecuentemente se equivoca; Iniciativa, rara vez contribuye con una solución adecuada, Desarrollo Intelectual, se conforma con los estudios realizados; Madurez, su manera de reaccionar es impredecible; Expresión Oral, apenas puede salir avante; Conducta social, su modo de conducirse difícilmente se aviene con su profesión. Para la Evaluación de Desempeño del Trabajo, su superior emitió los siguientes criterios: Relación con alumnos, padres de familia y la comunidad, no le importan los demás; Organización del Trabajo, no organiza su trabajo; Desarrollo de los Programas, difícilmente los cumple y lo hace sin orientación definida; Calidad del Trabajo, es disparejo, varía mucho su calidad; Aplicación de Métodos Educativos, nos sabe aplicar métodos educativos; Cantidad del Trabajo, es raquítica.  No cumple ni las tareas de rutina; Disciplina, quebranta las normas disciplinarias, cuesta avenirse con él; Material Didáctico, el que usa es inadecuado. 3°- Para el presente curso lectivo un grupo de alumnos del Instituto de Alajuela en cartas de fechas 4, 15 y 16 de marzo del presente año, dirigidas al Profesor don Luis Alfonso Arguedas, Supervisor General de Enseñanza del Ministerio de Educción Pública denuncian una serie de cargos en contra del Profesor Orlando Coto Lobo y que pueden resumirse así: a) No prepara las lecciones; b) Falta de profundidad en la enseñanza de los distintos temas de su asignatura (español); c) Desconocimiento de los programas de enseñanza; d) Incapacidad para aclarar dudas y responder a las preguntas que durante la lección le formulan los alumnos; e) Dar bromas no convenientes a las señoritas; f) lenguaje vulgar y malicioso. 4°- Llamado a declarar el director de la Institución profesor Mario de Marco Cruz, en declaración rendida a las ocho horas con cuarenta minutos del veintiséis de marzo de mil novecientos setenta y uno entre otras cosas afirma lo siguiente: “De lo afirmado por los alumnos puedo ratificar que en las pocas lecciones que escuché al profesor Orlando Coto Lobo, noté inseguridad en la exposición de la materia, casi en todo momento se mantiene junto al escritorio leyendo del libro o de apuntes que llevó en su cuaderno.  No contesta en su mayoría las preguntas que le hacen en clase y cuanto responde lo hace dudando y en ocasiones buscando las respuesta en un libro (Ejemplo; Buscar el nombre de uno de los personajes importantes de una obra en estudio).  Los conceptos a mi juicio no quedan bien claros, da la sensación de que no estudia a conciencia para impartir sus lecciones”.  En la misma declaración ante una pregunta del instructor sobre si tenía conocimiento de actitudes inmorales o indeseable del Profesor Coto Lobo, el señor Director contestó lo siguiente: “En una oportunidad y en presencia del profesor Coto Lobo, se presentó a la Dirección la señorita Elizabeth Rojas a quejarse de que dicho profesor quien era su “compañero” tenía relaciones con una alumna cuyo nombre no recuerdo en este momento.  En una oportunidad escuché comentarios de que había manifestado que él de ninguna manera daría el año ganado a la señora Olga Arroyo Álvarez, alumna suya.  No le mostró el examen anual manifestándole simplemente que estaba aplazada. A instancias de la dirección, le hizo una nueva prueba, la alumna sólo estaba aplazada en español y según notas anteriores no era mala estudiante la aplazó de nuevo y con subterfugios se negaba a que otra persona o la Dirección revisara el examen, elaborado por cierto con base en una prueba de la Normal Superior.  Fue mediante orden del Comité de Evaluación que fue posible revisar el examen que a juicio del Comité era incorrecto. Finalmente fue el propio Ministro quien intervino y en vista de los hechos dio la asignatura por aprobada.  Conducta que considero un poco rara.  Sobre el vocabulario debo decir que en las lecciones que escuché, no usó lenguaje malicioso ni vulgar, pero fuera del aula, su lenguaje y bromas no son las recomendables en un educador.  Hace poco en un acto social que tuvimos se dio de golpes y dio de puntapiés a un compañero profesor. Derecho: Como queda demostrado con los documentos constantes en el expediente administrativo que se abrió para la investigación de los cargos denunciados en contra del servidor Orlando Coto Lobo, este servidor es reincidente en una serie de faltas e irregularidades en el desempeño de sus funciones.  Se ha negado a oír las recomendaciones y sugerencias formuladas por sus superiores, por el contrario, su conducta poco deseable en un educador se mantuvo constante hasta el momento en que fue suspendido de sus funciones.  Habiéndose formulado, para el presente curso lectivo nuevas denuncias por faltas del citado servidor, el Ministerio de Educación Pública no tuvo más alternativa que ordenar de acuerdo a lo que dispone el artículo 65 de la Ley de Carrera Docente la investigación de los cargos formulados, para ello se procedió a nombrar los instructores del caso quienes al final de la investigación y debidamente oído en descargo al profesor Coto Lobo recomendaron plantear la gestión de despido del servidor e imponer la suspensión provisional por la gravedad de la falta, esto último con fundamento en el artículo 67 de la Ley de Carrera Docente que textualmente dice: “En casos muy calificados y cuando, por la naturaleza de la presunta falta, se considere perjudicial la permanencia del servidor en el puesto, el Director de Personal ordenará la suspensión en el cargo o su traslado temporal a otro puesto, mediante acción de personal”.  Los antecedentes, las faltas y las irregularidades en que ha incurrido el profesor Coto Lobo, configuran en su conjunto, una de las faltas más graves en que puede incurrir un servidor docente: Traición a su propio destino, traición a su propio apostolado. Cuál puede ser la razón de ser de un educador sino la de ser un apóstol de la enseñanza? Quien se acerque al Magistrado buscando una y exclusivamente un modus vivendi no sólo se engaña a sí mismo sino que engaña a sus alumnos y desvirtúa los fines propios de la educación costarricense.  No es dable al Ministerio de Educación Pública tolerar y permitir que en las filas del Magisterio Nacional se encuentren servidores que sin vocación ni espíritu de educadores ejerzan una función desorientadora de los educandos, permitirlo significa frustrar a las generaciones jóvenes; permitirlo significa que en actitud pasiva contemplemos el cruel asesinato de la fe en la patria, en sus instituciones, de la fe en la educación como el más eficiente factor de cambio social, de la fe en los más preciados valores del hombre y de la sociedad costarricense, que la juventud de nuestra patria carga en su corazón.  En razón de esos principios fundamentales de la estructura educativa costarricense ha actuado este Ministerio al suspender al servidor Coto Lobo.  En defensa del alumno como receptor indiscutible del trascendental servicio de la educación que presta el Estado y que representa la más grande empresa en que invierte casi un veinticinco por ciento de su presupuesto anual.  Hemos actuado con base a la Ley, como funcionarios públicos; es de imperioso deber ajustar nuestros actos a la ley.  La disposición legal es muy clara, la naturaleza de las faltas del servidor lo hacen caer dentro del marco de aplicación del citado artículo 67 de la Ley de Carrera Docente.  Si nuestro acto o disposición se ajusta a la Ley, cómo entonces podría interpretarse que hemos violentado uno de los derechos constituciones del servidor.  Bajo ninguna circunstancia puede interpretarse que la suspensión provisional de que ha sido objeto el servidor recurrente lesione sus derechos constitucionales.  No es que el Ministerio de Educación Pública le esté negando al servidor la oportunidad de obtener justicia pronta y cumplida, porque no es el Ministerio de Educación Pública el responsable de que no exista el Tribunal de Carrera Docente como lo afirma el recurrente, por el contrario el Ministerio incluso ya nombró a su miembro representante y su respectivo suplente ante el Tribunal y si otras entidades no lo han hecho por falta de reglamentación de la Ley este hecho y circunstancia tampoco es imputable al Ministerio de Educación Pública, por cuanto que no es competente para Reglamentar una Ley que como la Carrera Docente se encuentra integrada al Estatuto de Servicio Civil como su título segundo, por ende, el titular de esta Cartera carece de personería ad-causam pasiva del reclamo interpuesto, aspecto que alego.  Por otro lado, con menos razón puede tenerse por lesionado el derecho que consagra la Constitución en su numeral 56 cuando precisamente es manifiesta la decisión de este Ministerio de despedir al servidor Orlando Coto Lobo por haber incurrido en causales de despido que tipifica la ley.  En consecuencia, su recurso se encuentra totalmente desorientado cuando lo interpone en contra del Ministerio de Educación Pública por no ser el titular de este despacho ni responsable ni competente para Reglamentar la Ley de Carrera Docente y menos todavía por la no integración del Tribunal de Carrera Docente.  El Ministerio de Educación Pública ha actuado dentro de las facultades y procedimientos establecidos en la precitada Ley por lo que la legalidad de sus actos es indiscutible.”

Previa la deliberación correspondiente se dispuso declarar sin lugar el recurso, con el voto de los señores Magistrados Baudrit, Quirós, Fernández, Jacobo, Bejarano, Blanco, Odio; Sanabria, Jugo, Valverde, Trejos, Porter y Benavides, con base en las siguientes consideraciones:


La negativa del señor Ministro de Educación Pública de revocar la suspensión, que el Director del Departamento de Personal decretó contra el profesor José Orlando Coto Lobo, no viola el artículo 41 de la Constitución Política a pesar de que esa suspensión resulta lesiva a los derechos que a dicho funcionario le garantiza la Ley de Carrera Docente:  el artículo 67 de la misma la contempla como una medida transitoria, esto es, mientras el asunto llega a conocimiento del Tribunal de Carrera Docente; y en este caso ella adquiere el carácter de indefinida, porque el Tribunal no ha entrado en funciones, a causa de que no se ha podido integrar, por no haber dictado el Poder Ejecutivo el reglamento que al efecto prevé el artículo 77 de la ley precitada; omisión que razona así el Ministro en su informe a la Corte: “…No es que el Ministerio de Educación Pública le esté negando al servidor la oportunidad de obtener justicia pronta y cumplida, porque no es el Ministerio de Educación Pública el responsable de que no exista el Tribunal de Carrera Docente como lo afirma el recurrente, por el contrario el Ministerio incluso ya nombró a su miembro representante y su respectivo suplente ante el Tribunal y si otras entidades no lo han hecho por falta de reglamentación de la Ley este hecho y circunstancia tampoco es imputable al Ministerio de Educación Pública, por cuanto que no es competente para Reglamentar una Ley que como la Carrera Docente se encuentra integrada al Estatuto de Servicio Civil como su título segundo…”  Es lo cierto que la actitud observada por el Ministro de Educación, no impide al Profesor Coto Lobo discutir la legalidad de la suspensión en la vía contenciosa administrativa.  Tampoco puede haber infringido el artículo 56 de la Carta Política.  Ese artículo contiene, en lo que interesa, una declaración general de protección al trabajo, pues dice que “El trabajo es un derecho del individuo y una obligación con la sociedad”.  Y ese derecho, en manera alguna, le ha sido privado al recurrente.


El señor Presidente, Magistrado Baudrit, razonó su voto así:


La suspensión dispuesta se ajusta a lo previsto al efecto en la Ley de Carrera Docente.- Al Ministro de Educación Pública no le cabe responsabilidad inmediata o directa por el hecho de que aun no se haya integrado el Tribunal que tal ley establece; sus explicaciones al respecto son atendibles.  Por eso no pueden tenerse por transgredidos los artículos 56 y 41 de la Constitución Política, si es que la última norma puede abarcar la justicia en el campo administrativo, ya que la idea del constituyente de 1949, fue dejarla en todo caso en manos del Poder Judicial, cuyas puertas no tiene cerradas del recurrente.

El señor Magistrado Jacobo, también agregó:


No hay duda que el caso enfrenta y plantea una situación conflictiva de hecho.  Y para resolverla dentro de la perentoriedad que exige el presente recurso, hay que proteger necesariamente los valores de mayor importancia, que son los de la educación pública.  Y se trata de una medida de suspensión, cuyos efectos admiten discusión en otras vías.  Según lo tiene establecido ya esta Corte, la protección que por medio del recurso de amparo otorgan la Constitución y las leyes a los ciudadanos, se contrae a aquellos actos evidentemente arbitrarios o injustificados, que están dirigidos a impedir o amenazar el ejercicio de los derechos consagrados en la Carta Fundamental, pero no cuando se trata de ciertos actos que los funcionarios ejercen acatando lo que la misma ley les asigna en el desempeño de sus cargos.  Si el legislador expresamente estableció ciertas medidas como la aquí aplicada contra el recurrente, pero condicionadas a que ellas fueran de ulterior reglamentación y conocimiento de un tribunal que actualmente no existe, dicha ausencia no es motivo determinante en esta vía para impedir la improcedencia del recurso.


Los Magistrados Coto, Retana, Vallejo y Cervantes votaron por declarar con lugar el recurso, de acuerdo con las siguientes razones: (Redacción del segundo de ellos)


La Ley de Carrera Docente (N° 4565 del 4 de mayo de 1970), fue sancionada por el señor Presidente de la República y el señor Ministro de Educación Pública.  De modo que, siguiendo el criterio del Poder Ejecutivo (artículo 140, inciso 3° de la Constitución Política), sin duda que correspondería al Ministerio de Educación Pública (obligación, por otro lado, acorde con su Ley Orgánica N° 3481 del 13 de enero de 1965, artículos 1° y 6°), reglamentar la dicha Ley de Carrera Docente; o cuando menos, procurar que ello se realice con intervención del Ministerio encargado del Servicio Civil. Y como no se ha procedido así, no obstante que la ley de Carrera Docente tiene más de un año de regir, sin duda que por omisión se ha violado, en perjuicio del recurrente, la garantía contenida en el artículo 41 de la Constitución del Estado, que establece la justicia pronta y cumplida, tanto en lo administrativo (en su caso) como en lo jurisdiccional o judicial.  Porque mientras no se emita el correspondiente Reglamento, no podrá ser constituido el Tribunal de la Carrera Docente, lo que determina que una sanción – provisional, según su propia naturaleza – como la impuesta al profesor Coto Lobo, se torne en indefinida, con menoscabo del Ordenamiento Jurídico, en general, y del Régimen de impugnación que la propia ley de la materia establece a favor de los educadores del país; ya que sin que esté constituido el Tribunal administrativo encargado de conocer en grado de la susodicha suspensión, la garantía mencionada del artículo 41 constitucional, no sería otra cosa que una mera declaración programática, salvo que el Ministerio de Educación, actuando en consecuencia, estimase más justo y razonable abstenerse de acordar tales suspensiones, sine die, hasta tanto no se promulgue la reglamentación que asegura le vigencia total – y no a medias como ahora – de la Ley de Carrera Docente.  Y, desde luego, no se ha dado la violación del artículo 56 de la Constitución, que garantiza,  es cierto, el trabajo; más sin perjuicio de estar sometido al régimen disciplinario con motivo de su desempeño. 
